
TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 60/2008 (PLENO)  
 
INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. NO CONSTITUYE UNA AUTORIDAD INTERMEDIA DE 
LAS PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN I, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Si se atiende a que en términos del artículo 7o. de la 
Constitución Política del Estado de Coahuila, el referido Instituto es 
la única autoridad competente en materia de acceso a la 
información pública, y a ella deben sujetarse, entre otros, las 
propias autoridades estatales, es indudable que aquel órgano no 
constituye una autoridad intermedia de las prohibidas por el artículo 
115, fracción I, de la Constitución. Lo anterior es así porque, en 
primer lugar, la comunicación sólo es dable entre el aludido Instituto 
y el Municipio, sin que intervengan otros órganos de la entidad 
federativa; en segundo lugar, porque con las facultades del Instituto 
mencionado, consistentes en promover la cultura de transparencia y 
el derecho a la información, así como vigilar el cumplimiento de la 
ley para salvaguardar y garantizar la observancia del derecho a la 
información, no se lesiona la autonomía municipal, suplantando o 
mediatizando sus facultades constitucionales ni se invade su esfera 
competencial, ya que las facultades de dicho Instituto no están 
conferidas al gobierno municipal; y en tercer lugar, porque la 
facultad reglamentaria del Municipio no se ve obstaculizada, pues 
ésta debe ajustarse a los lineamientos determinados en la 
legislación estatal de la materia, la cual incluye la normatividad que 
emita el propio organismo estatal especializado; de ahí que aun 
cuando por su naturaleza no es un poder propiamente dicho, el 
señalado Instituto sí forma parte del Estado de Coahuila y guarda 
un rango similar al de dichos poderes, asumiendo una función 
específica, por lo que no puede sostenerse que exista alguna 
interferencia entre el Municipio y el Estado.  
 
Controversia constitucional 61/2005.- Actor: Municipio de Torreón, 
Estado de Coahuila.- 24 de enero de 2008.- Unanimidad de diez 
votos. (Ausente: José Ramón Cossío Díaz).- Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su 
sesión privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó 



hoy, con el número 60/2008, la tesis jurisprudencial que 
antecede.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. - - 



TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 59/2008 (PLENO)  
 
 
 
INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. SU CREACIÓN COMO ÓRGANO PÚBLICO 
AUTÓNOMO ENCARGADO DE GARANTIZAR EL DERECHO A 
LA INFORMACIÓN EN LA ENTIDAD, ES CONSTITUCIONAL. Si 
se tiene en cuenta que acorde con el artículo 7o. de la Constitución 
Política del Estado de Coahuila, el órgano reformador de la 
Constitución Local erige al Instituto Coahuilense de Acceso a la 
Información Pública como un organismo público autónomo con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, es indudable que su 
creación, como órgano garante del derecho a la información en la 
entidad, no viola disposición alguna de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, ya que, por una parte, el 
artículo 6o. de la Ley Suprema otorga implícitamente a cada una de 
las entidades federativas la facultad de regular el derecho a la 
información y, por ende, establecer las estructuras necesarias para 
el adecuado desarrollo de la garantía de ese derecho en el ámbito 
de su esfera territorial y, por la otra, porque conforme a los artículos 
39, 40 y 41 de la Norma Fundamental, los Estados son libres y 
soberanos en todo lo concerniente a su régimen interno; de ahí que 
es válido que el órgano reformador de la Constitución de Coahuila, 
en uso de sus facultades, haya creado un órgano garante del 
derecho de información. Controversia constitucional 61/2005.- 
Actor: Municipio de Torreón, Estado de Coahuila.- 24 de enero de 
2008.- Unanimidad de diez votos. (Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz).- Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez.  
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - - - - - - -  
De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su sesión 
privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó hoy, con el 
número 59/2008, la tesis jurisprudencial que antecede.- - - - - - - - - - - - 
- - - - - México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. - - 



TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 58/2008 (PLENO) 
 
 
INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. NO INTERFIERE EN EL EJERCICIO DEL GOBIERNO 
MUNICIPAL. Si bien es cierto que el Municipio de Torreón cuenta 
con facultades exclusivas para ejercer actos de gobierno en su 
territorio, también lo es que se encuentra sujeto a sistemas 
estatales que permiten conocer el contenido de dichos actos. En 
este sentido, se concluye que el Instituto Coahuilense de Acceso a 
la Información Pública, cuya existencia y facultades están 
consignadas en la Constitución y normas locales, no interfiere en el 
ejercicio del gobierno municipal, pues de las atribuciones conferidas 
al referido Instituto no se advierte que irrumpa preponderante o 
decisivamente sobre las funciones que corresponden al órgano de 
Poder Municipal, sino que dichas facultades se limitan a proteger y 
garantizar el derecho a la información pública, el cual, por 
imperativo constitucional (tanto federal como local) debe 
promoverse por las autoridades del Estado y de sus Municipios.  
 
Controversia constitucional 61/2005.- Actor: Municipio de Torreón, 
Estado de Coahuila.- 24 de enero de 2008.- Unanimidad de diez 
votos. (Ausente: José Ramón Cossío Díaz). Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - - - - 
 
De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su sesión 
privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó hoy, con el 
número 58/2008, la tesis jurisprudencial que antecede.- - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. 



TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 57/2008 (PLENO)  
 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA EMISIÓN DE 
NORMAS DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LOS 
MUNICIPIOS EN ESTA MATERIA COMPETE SÓLO A LOS 
CONGRESOS LOCALES. Las Legislaturas Estatales tienen la 
facultad y el deber de emitir bases generales en materia de 
información pública, las cuales deben plasmarse en leyes que en 
sentido formal y material dicten los Congresos Locales, y serán 
aplicables a todos sus Ayuntamientos, con el propósito de 
salvaguardar la garantía individual prevista en el artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y ejercer la 
atribución que les encomienda el artículo 115, fracción II, inciso a), 
de la Constitución Federal. Por tanto, los Municipios carecen de 
competencia para innovar en la referida materia, toda vez que está 
reservada a la entidad federativa por no tratarse de una situación 
específica que deba pormenorizarse en cada localidad, atendiendo 
a las cuestiones sociales, culturales, biogeográficas o históricas del 
lugar; esto es, la materia de acceso a la información no es de 
aquellas en las que al Municipio se le ha conferido una facultad 
reglamentaria con una extensión normativa diversa a la de la ley 
estatal; de ahí que esté imposibilitado para emitir normas de 
carácter general con un contenido normativo propio o diverso al 
establecido en las bases generales de administración. Así, resulta 
indispensable que las Legislaturas Estatales determinen los 
alcances mínimos de la información municipal a proporcionar a los 
gobernados y el procedimiento que éstos deben seguir para 
obtenerla, sin que ello impida que los Municipios puedan emitir 
reglamentos de detalle, equiparables a los que establece el artículo 
89, fracción I, de la Constitución Federal, que pormenoricen el 
contenido de la Legislación Local y de la normatividad de la entidad 
en la materia.  
 
Controversia constitucional 61/2005.- Actor: Municipio de Torreón, 
Estado de Coahuila.- 24 de enero de 2008.- Unanimidad de diez 
votos. (Ausente: José Ramón Cossío Díaz).- Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su sesión 
privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó hoy, con el 



número 57/2008, la tesis jurisprudencial que antecede.- - - - - - - - - - - - 
- - México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. - - - - - - -   



TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 56/2008 (PLENO)  
 
 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL EN EL 
ESTADO DE COAHUILA. EL SISTEMA DE NORMAS JURÍDICAS 
QUE LO REGULAN Y TUTELAN, ASÍ COMO LOS ALCANCES Y 
LAS CORRELATIVAS DELIMITACIONES DEL EJERCICIO DE 
ESE DERECHO, NO TRANSGREDE EL ARTÍCULO 115, 
FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el 
marco jurídico relativo al derecho a la información debe ser 
homogéneo, pues si se admitiera la coexistencia de diversos 
criterios, dependiendo del número de Municipios de que se trate, se 
acarrearía inseguridad jurídica para los gobernados en torno al 
ejercicio tanto de una garantía individual como de un derecho 
social, pues la falta de uniformidad mermaría los propósitos de 
consolidar la confianza pública en el gobierno y fomentar la 
responsabilidad de quienes ocupan cargos públicos a través de la 
fiscalización ciudadana. En este sentido y acorde con el artículo 
115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, compete a las Legislaturas Estatales garantizar 
que dentro del territorio del Estado los gobernados tengan acceso a 
la información pública, emitiendo bases generales en ese sentido; 
de ahí que el artículo 7o. de la Constitución Política del Estado de 
Coahuila; los numerales 5o., fracción III, punto 2, incisos a) y b), 21, 
22, 23, 24, fracciones I y V, 40, 47, 70 y artículo segundo transitorio, 
fracción IV, apartado 2, de la Ley de Acceso a la Información 
Pública de dicha entidad; los diversos 2o., 4o., 7o., 8o., 9o., 10, 13, 
último párrafo, 14, 40, fracciones II, puntos 3 y 4, IV, 50, fracciones 
V y VII, y 57, fracciones II y XVI, de la Ley del Instituto Coahuilense 
de Acceso a la Información Pública; así como los lineamientos 14, 
16 y 19 de los Lineamientos para Tramitar y Resolver las Acciones 
Intentadas con fundamento en el artículo 47 de la Ley de Acceso a 
la Información Pública, emitidos por el mencionado Instituto el 22 de 
marzo de 2005, al constituir un sistema de normas jurídicas que 
regulan y tutelan el acceso a la información de los gobernados para 
conocer el ejercicio de la función pública –especialmente la 
municipal–, los alcances y las correlativas delimitaciones del 
ejercicio de ese derecho, no transgreden el citado precepto 
constitucional, sino que encuentran en éste su apoyo y sustento, 
pues el Constituyente Permanente dispuso que los Municipios de 
cada entidad federativa deben ser cohesionados a través de bases 
generales de administración, las cuales constituyen los lineamientos 



esenciales de los que no pueden apartarse en el ejercicio de sus 
competencias constitucionales.  
 
Controversia constitucional 61/2005.- Actor: Municipio de Torreón, 
Estado de Coahuila.- 24 de enero de 2008.- Unanimidad de diez 
votos. (Ausente: José Ramón Cossío Díaz). Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
 
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - - - - - -  
De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su 
sesión privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó 
hoy, con el número 56/2008, la tesis jurisprudencial que 
antecede.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. - - - -  



TESIS JURISPRUDENCIAL Núm. 54/2008 (PLENO)  
 
ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL. El acceso a la información 
se distingue de otros derechos intangibles por su doble carácter: 
como un derecho en sí mismo y como un medio o instrumento para 
el ejercicio de otros derechos. En efecto, además de un valor 
propio, la información tiene uno instrumental que sirve como 
presupuesto del ejercicio de otros derechos y como base para que 
los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento 
institucional de los poderes públicos, por lo que se perfila como un 
límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por 
ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. Así, el 
acceso a la información como garantía individual tiene por objeto 
maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el 
ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor 
diversidad de datos, voces y opiniones; incluso algunos 
instrumentos internacionales lo asocian a la libertad de pensamiento 
y expresión, a las cuales describen como el derecho que 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole. Por otro lado, el acceso a la información como 
derecho colectivo o garantía social cobra un marcado carácter 
público en tanto que funcionalmente tiende a revelar el empleo 
instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealización personal, sino como mecanismo de control 
institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es el de la 
publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la 
administración. Por tanto, este derecho resulta ser una 
consecuencia directa del principio administrativo de transparencia 
de la información pública gubernamental y, a la vez, se vincula con 
el derecho de participación de los ciudadanos en la vida pública, 
protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
Controversia constitucional 61/2005.- Actor: Municipio de Torreón, 
Estado de Coahuila.- 24 de enero de 2008.- Unanimidad de diez 
votos. (Ausente: José Ramón Cossío Díaz).- Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.  
 
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ JAVIER AGUILAR 
DOMÍNGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A: - - - - - - - - - - - -  



De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Pleno en su 
sesión privada de quince de enero de dos mil siete, se aprobó 
hoy, con el número 54/2008, la tesis jurisprudencial que 
antecede.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho. 


